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“Por medio del cual se reglamenta la prestación del servicio de baño por parte de los establecimientos públicos.”
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La Corte Constitucional en Sentencia C - 435 de 2013 señaló que en un Estado Social de Derecho, la preservación del orden público representa el fundamento y a la vez el límite de las competencias de policía y lo definió como “el conjunto de condiciones de seguridad, tranquilidad y salubridad que permiten la prosperidad general y el goce de los derechos humanos”
.

En igual sentido, mencionó la Corte Constitucional que el artículo 218 de la Constitución Política y en general el Derecho de Policía contemporáneo, se refieren también al Estado de Convivencia Social, que además de seguridad, tranquilidad y salubridad, precisa también de condiciones de la moralidad y ecología para hacer posible el goce efectivo y generalizado de los derechos, como parte de las finalidades del Estado Social de Derecho, que tiene como fin último la consecución de la felicidad de los asociados. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Ley 1801 de 2016
 como norma especial, recogiendo esa evolución jurisprudencial y doctrinal contemporánea, en el artículo 5 define la convivencia como la “la interacción pacífica, respetuosa y armónica entre las personas, con los bienes, y con el ambiente, en el marco del ordenamiento jurídico” e incluyó en el artículo 6 dentro de sus categorías: la seguridad, la tranquilidad, el ambiente y la salud pública. 

La convivencia por tanto, constituye una responsabilidad colectiva, que demanda el análisis de los fenómenos y categorías que la afectan, conjunta y concurrentemente entre los distintos sectores de la institucionalidad y la comunidad, presupuesto y fin último de la misma.

Lo anterior, hace necesario fortalecer las acciones de las autoridades del nivel nacional, distrital y local, en materia de convivencia, en especial en las categorías seguridad y tranquilidad, reforzando la coordinación interinstitucional en desarrollo de la función, de la actividad de policía y los procedimientos de policía, a través de instancias interinstitucionales, en atención y con la participación de la comunidad, que permita  estructurar y desarrollar programas que tiendan a mejorar la convivencia de los habitantes del Distrito Capital. 
Así mismo, el artículo 2º de la Constitución Política dispone que las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades.
Que el artículo 315 de la Constitución Política indica que son atribuciones del Alcalde, cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley y los decretos del Gobierno Nacional. 

Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 35 y 38 del Decreto Ley 1421 de 1993, el Alcalde Mayor de Bogotá D.C., como primera autoridad de policía en la ciudad, dictará, de conformidad con la ley y el Código Nacional de Policía, los reglamentos, impartirá las órdenes, adoptará las medidas y utilizará los medios de policía necesarios para garantizar la seguridad ciudadana y la protección de los derechos y libertades públicas.

Por otra parte, el artículo 333 de la Constitución Política establece la libertad de la actividad económica y la iniciativa privada, dentro de los límites del bien común, y la función social de la empresa como base del desarrollo con sus correspondientes obligaciones. La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.

Que la Corte Constitucional ha sostenido que el amparo reforzado de los sujetos de especial protección constitucional, parte del reconocimiento que el Constituyente de 1991 hizo de la desigualdad formal y real a la que se han visto sometidos históricamente
.
Así la Constitución Política en su artículo 13 establece que “el Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado como sujetos de especial protección a los niños y niñas, a las mujeres en estado de embarazo y en periodo de lactancia, a las personas en situación de discapacidad, a los adultos mayores, y todas aquellas personas que por su situación de debilidad manifiesta los ubican en una posición de desigualdad material con respecto al resto de la población; motivo por el cual considera que la pertenencia a estos grupos poblacionales tiene una incidencia directa en la intensidad de la evaluación del perjuicio, habida cuenta que las condiciones de debilidad manifiesta obligan a un tratamiento preferencial en términos de acceso, a fin de garantizar la igualdad material a través de discriminaciones afirmativas a favor de los grupos mencionados

Que el artículo 88 de la Ley 1801 de 2016, estableció que es obligación de todos y cada uno de los establecimientos de comercio abiertos al público, prestar el servicio de baño a niños, mujeres en evidente estado de embarazo y adultos de la tercera edad cuando así lo soliciten, sin importar que los mismos sean sus clientes o no y que el cobro del servicio enunciado deberá ser regulado por los correspondientes entes territoriales.
Que el Plan de Desarrollo “Bogotá Mejor para Todos” (Acuerdo 645 de 2016) en el Capitulo IV “PILAR 3: CONSTRUCCION DE COMUNIDAD Y CULTURA CIUDADANA” en su articulo 28 “El pilar de Construcción de comunidad y cultura ciudadana se enfoca en aumentar el cumplimiento de la ley y la cooperación ciudadana, consolidando espacios seguros y confiables para la interacción de la comunidad, fortaleciendo la justicia, reduciendo la criminalidad y mejorando la percepción de seguridad, con el fin de transformar a Bogotá en una ciudad líder en la promoción de cultura ciudadana, donde los ciudadanos disfrutan una gran oferta de espacios culturales, recreativos y deportivos, y los vecinos se conocen, conviven solidariamente y participan en actividades que contribuyan a mejorar su entorno, para incrementar así el sentido de pertenencia a Bogotá y preparar la ciudad para la paz.
Que de conformidad con las practicas reiteradas por la ciudadanía en el Distrito Capital, el valor usual cobrado por la prestación del servicio de baños es de QUINIENTOS PESOS ($500) MCTE, que ese actuar uniforme y sin interrupciones, por un prolongado período de tiempo, adoptado por los ciudadanos del Distrito Capital, con la creencia de que dicha forma de actuar responde a una necesidad jurídica, y es obligatoria, constituye costumbre y por lo tanto es una fuente del derecho.
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